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			A orillas de la necropolítica






			En la historia reciente del país no hay duda de la protección oficial organizada que no solo consintió sino que incluso auspició el avance de la criminalidad. Existen constancias abundantes, que en estas páginas se describirán, de una gran corrupción propiciada por las autoridades como un esquema idealmente diseñado para el funcionamiento de narcogobiernos sexenales. En ese estado anómalo, permitido como algo normal, se dio un salto al vacío desde una cotidianeidad desprovista de contenidos que nutrieran la existencia misma y hoy podemos asomarnos, con estupor, a un México que fue atrapado en una situación aún más desastrosa, si esto fuera posible: la necropolítica, tal y como la concibió y definió el filósofo camerunés Achille Mbembe.






			Este experto africano explicó de manera cruda ese fenómeno en una conferencia que impartió en México. Hay contextos políticos, concluía, en los que el estado de excepción “se ha vuelto normal en muchos lugares del mundo”. La genealogía de estas emergencias no proviene, como algunos piensan, de los atentados del 9/11 cuando el mundo vio estupefacto, repetido al infinito en las pantallas, el ataque aéreo a las Torres Gemelas, sino que se ha venido gestando de más atrás, desde que se ejerce, por parte de los gobiernos y los sistemas políticos, una instrumentalización generalizada de la existencia humana y, consecuentemente, puede consentirse la destrucción material de los cuerpos y de las poblaciones que ya fueron juzgadas como “desechables y superfluas”.






			Son contextos en los que los gobiernos deciden apelar de manera continua a la emergencia, a una noción ficcionada o fantasmagórica del enemigo, a la necesidad de “un trabajo de muerte” para conservar el poder. Es así como Achille Mbembe descubre y describe la necropolítica.






			En la lógica de la necropolítica es permisible para los gobiernos analizar y decidir quién muere y quién vive. Mbembe ha logrado desarrollar esta herramienta teórico-conceptual que ayuda a reflexionar sobre una realidad que ocurre en cada vez más ambientes de expulsión psicosocial, de exclusión del otro, de crecimiento incesante de la “población desecho”, convertida en paria por decreto en contextos de normalización de la guerra, de no-humanidad, donde la vida se cosifica hasta perder su presente y su futuro.






			La violencia extrema, propiciada o permitida desde el Estado, genera espacios donde la muerte se diluye en la vida y la vida desaparece ante la imposibilidad de los individuos de ser, de crear, de ejercer la solidaridad, sometidos como están a estados de excepción y a máquinas de guerra. El concepto necropolítica quiere decir política con trabajo de muerte, orientación e inmersión de la vida para la producción masiva de la desechabilidad humana mientras se busca la construcción pública del enemigo, esquema que a su vez permite dar muerte a los simples sospechosos de serlo.






			Se administra la muerte en nombre de un hipotético supremo bien civilizatorio: “la razón hace morir a muchos en el altar de la civilización, en la defensa de la democracia y del orden establecido”. En la necropolítica es posible considerar que la muerte de esos muchos es “condición necesaria” para sostener y nutrir un movimiento constante y progresivo de las sociedades hacia un fin civilizatorio.






			La necropolítica ha conseguido transformar a los seres humanos en una mercancía intercambiable o desechable según dicten los mercados. Hay una nueva manera de entender la realidad en la que la vida pierde toda su densidad y se convierte “en una mera moneda de cambio para unos poderes oscuros, difusos y sin escrúpulos”.






			El análisis de Mbembe es aplicable al conjunto del llamado tercer mundo, pero es extensivo al “cuarto mundo”, es decir: a aquella población perteneciente al conocido como primer mundo que, sin embargo, vive en un estado de absoluta precariedad; parias que no han sido expulsados de la sociedad del bienestar sino que ocupan los márgenes de esta; “seres invisibles que habitan no lugares (la calle, los aeropuertos, las estaciones de tren, los hospicios, los bajopuentes) y se hallan en manos del necropoder”.






			Inspirada en un principio en la obra de Michel Foucault, la teoría de la necropolítica de Mbembe define la soberanía como “el poder de dar vida o muerte” del que disponen los gobiernos. “Un poder difuso, y no siempre exclusivamente estatal, inserta la economía de la muerte en sus relaciones de producción y poder” y la autoridad, de facto, se arroga el derecho a decidir sobre la vida de los gobernados. Si durante la época colonial, por ejemplo en África, la violencia era un medio para lograr la rentabilidad, hoy en la necropolítica, la violencia es un fin en sí mismo. Hay cada vez más regímenes políticos actuales que obedecen al esquema de “hacer morir y dejar vivir”, en una cosificación del ser humano propia del capitalismo, donde el cuerpo es una mercancía más, susceptible de ser desechada.






			De la ciudad del colonizado se pasó a la comunidad del marginado: “es como una ciudad hambrienta de pan, de carne, de zapatos, de carbón, de luz; es una ciudad agachada, una ciudad de rodillas, una ciudad revolcada en el fango”. Sobre esas ruinas se instala luego una anómala soberanía que se apropia de la capacidad para decidir quién tiene importancia y quién no la tiene, “quién está desprovisto de valor y puede ser fácilmente sustituible y quién no”. Hay un discurso apoyado en la idea de que el Estado tiene un derecho divino sobre la existencia.






			Por su parte, desde una visión mexicana, cuando analiza ese mismo tema la maestra Helena Chávez Mac Gregor ubica esta corriente de pensamiento como una categoría fundamental para hacer una crítica de políticas recientes devastadoras que nos obligan como sociedad a colocarnos más allá del miedo, del terror y del estupor que han provocado formas específicas de esta violencia (fosas clandestinas con entierros masivos, cuerpos colgantes, masacres, feminicidios, desaparecidos, violaciones extremas a todos los derechos humanos) que trastocan las significaciones de la vida tal y como la habíamos concebido durante décadas e incluso durante centurias.






			En un texto publicado en Errancia, Litorales, de la ENEP Iztacala, de la UNAM, la maestra mexicana Chávez Mac Gregor sugiere, a partir de los hallazgos de Achille Mbembe, que las sociedades deben proponerse hacer un trabajo profundo y cotidiano de contención que les permita “fisurar, quebrar y desbordar la lógica de muerte”; idear una forma de convivencia que dé lugar a otras políticas; a cobrar fuerzas y buscar resistencias desde el arte; oponer acciones directas y la toma de los espacios para poder ser otra cosa que “puro desecho, abandono y muerte”.






			La necropolítica, en su opinión, es una categoría que nos permite problematizar la fundamentación de la política contemporánea desde los modos en que se han entrelazado, por un lado, violencia y derecho y, por el otro, excepción y soberanía. Este debate está presente en toda la filosofía política moderna, pero lo interesante aquí es cómo Mbembe inserta una nueva interpretación, desde la crítica histórica y social, para desnudar un discurso apologético contemporáneo que se dedica a encontrar en la guerra, en el enemigo y en el terror “la justificación de la excepción”.






			Se impone plantear, más allá del estupor y el efecto que la guerra y el terror generan, una necesaria crítica a la violencia per se. Porque ya no solo se quiere imponer una visión neocolonialista del Estado, sino que hay una máquina de guerra que el capitalismo impone y en la que se afianza para poder mantener la explotación de los recursos y el control de las poblaciones, insiste Mbembe.






			En el caso de México, en específico, es evidente que las condiciones de violencia se han complejizado en los últimos años de manera vertiginosa, sostiene la profesora Chávez Mac Gregor en su análisis. Ha habido un claro fallo del Estado (corrupción, mala administración, imposibilidad de transición partidaria ordenada, nepotismo, neoliberalismo y monopolios cada vez más feroces), todo ello mezclado con la proliferación de grupos narcotraficantes (desde los años ochenta del siglo pasado existen grupos importantes, pero a la vez el Estado ha ido perdiendo poder sobre ellos y estos se multiplican y se ramifican), los cuales han determinado condiciones muy deplorables, en donde la política en algunas zonas del país se acerca cada vez más a una mera administración de la guerra para un trabajo de muerte.






			En este contexto no se puede menospreciar lo que genera ese lugar privilegiado que la política le asigna al narcotráfico y a la delincuencia organizada, aunado a un discurso oficial que durante años se activó sobre el “enemigo” para justificar y legitimar formas de control y represión del Estado en todas las áreas de la vida social.






			La máquina de guerra se ha caracterizado por tener una organización difusa y polimorfa: “Sin duda, la guerra y el terror, en medio de los cuales es difícil diferenciar los cuerpos militares y los policiales de los grupos de narcotraficantes, de los paramilitares o hasta de los grupos de autodefensas, son el campo más fructífero para legitimar el estado de excepción, para establecer el derecho de matar y el escenario donde la población más vulnerable es aquella que no posee las armas”.






			Hay países en donde las poblaciones, en tanto que categoría política, terminan por ser disgregadas entre rebeldes, niños-soldado, víctimas, refugiados, desaparecidos, “civiles convertidos en discapacitados por las mutilaciones sufridas o simplemente masacrados siguiendo el modelo de los sacrificios antiguos, mientras que los ‘supervivientes’, tras el horror del éxodo (los migrantes y los desplazados), son encerrados en campos y zonas de excepción”.






			Por su parte, la experta española Clara Valverde, autora del libro De la necropolítica neoliberal a la empatía radical, concluye que el concepto de la necropolítica que desarrolló Achille Mbembe “es la política basada en la idea de que, para el poder, unas vidas tienen valor y otras no”; y ya no es tanto matar a los que no sirven al poder, “sino dejarles morir; crear políticas en las que se van muriendo”.






			Estos seres que no son rentables para el poder ni para implementar sus políticas finalmente son excluidos: son los que no producen ni consumen, los que de alguna manera, sin querer y sin saberlo en la mayoría de los casos sino solo existiendo, “ponen en evidencia la crueldad del neoliberalismo y sus desigualdades”.






			Todas las vidas son objeto de cálculo para los poderosos en el neoliberalismo. “Los que son rentables y los que consumen, esos tienen derecho a vivir bajo el neoliberalismo si siguen ciertas leyes y tienen ciertas actitudes favorables a los poderosos. O son vistos, por lo menos, como los que no cuestionan al capitalismo neoliberal y a sus políticas mortíferas”.






			En entrevista con elDiario.es de España, Clara Valverde recordó cómo la expresidenta del Fondo Monetario Internacional (FMI), Cristina Lagarde (hoy presidenta del Banco Central Europeo), en una ocasión deploró en voz alta que la gente a lo mejor ahora vive demasiado tiempo y alertó a los gobiernos para tener cuidado con esa amenaza. “Y eso parece que le está creando problemas al FMI. En vez de alegrarse de que la esperanza de vida en algunos países ha aumentado, el FMI no está contento de que vivamos más años”.






			Indisolublemente ligado a la necropolítica, hay otro fenómeno al que Mbembe denomina gobierno privado indirecto y que se ha convertido en un movimiento histórico de las élites que pretende, en última instancia, abolir lo político; “destruir todo espacio y todo recurso simbólico y material donde sea posible pensar e imaginar qué hacer con el vínculo que nos une a los otros y a las generaciones que vienen después”. Es decir, en la práctica quedan abolidos la solidaridad, el gobierno para todos, la atención a los marginados, las oportunidades para los niños y jóvenes.






			Para este propósito se impulsan lógicas de aislamiento, separación entre los países, las clases y los individuos entre sí. Al mismo tiempo se desarrollan concentraciones absurdas de capital hacia zonas que escapen a todo control democrático, a la expatriación de riquezas y capitales a paraísos fiscales desregulados (caso de los capitales mexicanos en Banca Andorra, en los Panama Papers, como ejemplos fehacientes). Si se puede sumar, además, el poder militar para asegurar el éxito de estas políticas depredadoras, tanto mejor, pues la protección de la propiedad privada y la militarización se vuelven correlativas y al final vienen a ser dos caras del mismo fenómeno depredador.






			Por lo menos desde 1970 el capitalismo ha sufrido una transformación que propicia cada vez más la presencia de un Estado privado en sustitución o como superestructura de los gobiernos, en donde el poder público (en el sentido clásico de que no pertenece a nadie porque es de todos) ha sido progresivamente secuestrado para el beneficio de poderes privados, sostiene Achille Mbembe.






			“Hoy resulta posible comprar un Estado sin que haya gran escándalo”. Estados Unidos es un buen ejemplo: las leyes se compran inyectando capitales en el mecanismo legislativo, los puestos en el Congreso se venden. Esa legitimación de la corrupción al interior de los Estados occidentales vacía de sentido al Estado de derecho y legitima el crimen al interior mismo de las instituciones. Ya no hablamos de corrupción como una enfermedad del Estado: “La corrupción es el Estado mismo y, en ese sentido, ya no hay un afuera de la ley”.






			En conclusión, dentro del necropoder “el deterioro del Estado de derecho es tal que produce, en definitiva, políticas exclusivamente depredadoras que invalidan toda distinción entre el crimen y las instituciones”.






















			Calderón sabía






			Por lo que respecta a México, más de dos años antes de llegar a la Presidencia de la República, cuando era líder del Partido Acción Nacional (PAN), Felipe Calderón Hinojosa presenció en Tamaulipas una “nueva y terrible realidad” que representaban Los Zetas, esos militares de élite que habían desertado del Ejército y se habían puesto al servicio de los traficantes del cártel del Golfo. En su libro de memorias Decisiones difíciles, publicado en mayo de 2020, el propio Calderón alude a aquello que los especialistas nombran la “captura del Estado” por parte de grupos delincuenciales.






			Lo constató en algo tan cotidiano como la dificultad que había en esos días para que los panistas locales pudieran organizar un mitin político en el municipio de Miguel Alemán, Tamaulipas, en un ambiente que sorprendía por el nivel de temor y desolación en que transcurría la vida de sus habitantes.






			“En desesperados comentarios que me hicieron los panistas del Estado antes de empezar el mitin, me narraron las indignantes historias de terror que ocurrían en la zona”, rememora.






			Los Zetas se habían apoderado del municipio. Ellos —escribió el expresidente— autorizaban quién podía ser candidato y quién no, extorsionaban a la población y controlaban sus movimientos. Los panistas estaban preocupados porque habían recibido amenazas por el mero anuncio de la celebración del mitin.






			Cuando Calderón observó y les hizo notar a sus compañeros de partido que allí estaban los policías y opinó que ellos podrían ser garantes de la seguridad para los convocados, alguien le respondió: “Felipe, ellos son Los Zetas”. Era tan evidente la amenaza de los criminales, que el dirigente municipal de Acción Nacional, cuyo nombre no reveló, tuvo que huir pronto del lugar, dejándolo todo.






			Siendo ya primer mandatario, Felipe Calderón afirma que intentó limpiar de elementos corrompidos a las fuerzas de seguridad del país, pero descubrió que cada vez más agentes de la ley “eran sobornados por la delincuencia e inclusive estaban en las llamadas narconóminas”.






			“Había listas de comandantes y agentes pagados, semana a semana, por los delincuentes. Los ejemplos son incontables. Baste uno por ahora: en una ocasión el Ejército detuvo a una célula de Los Zetas en Coahuila. Ellos manifestaron que el grupo sobornaba al fiscal del Estado”. Había, pues, un sometimiento de las instituciones de seguridad y justicia pagadas por el crimen organizado.






			La situación tendría que ser cambiada radicalmente, concluyó Calderón. Su problema fue que, ya en el poder, puso al frente de la principal Policía del país a su leal amigo Genaro García Luna (GGL), quien años después fue capturado, preso y procesado en los Estados Unidos por haber estado, desde 2001, ni más ni menos que al servicio del grupo criminal más poderoso del país, el cártel de Sinaloa.






			García Luna fue declarado en una Corte de Nueva York, al inicio de 2023, culpable de cuatro imputaciones graves de tráfico internacional de cocaína y además de haber mentido al Gobierno cuando solicitó su nacionalidad estadounidense. Era muy posible que, meses después, una Corte lo condenara a la pena carcelaria de por vida, si es que antes no se declaraba culpable y aceptaba, en consecuencia, convertirse en un testigo colaborador, cambiando junto con su familia de identidad, además de entregar millones de dólares, obtenidos de manera ilícita, a las autoridades del país vecino.






			Como uno de los momentos más dramáticos de su sexenio, Calderón recordó la masacre de 72 migrantes centro y sudamericanos en San Fernando, Tamaulipas (14 mujeres entre ellos), porque se negaron a pagar rescate para ser liberados y tampoco se quisieron incorporar a Los Zetas. Lo peor es que los migrantes fueron entregados a los delincuentes por los mismísimos policías municipales, reconoció el exmandatario, quien comenzó a llamarlos abiertamente “polizetas”.






			Un año después aparecerían 200 cuerpos de migrantes, esta vez mexicanos, en fosas clandestinas también en San Fernando. La conclusión es lógica, tal como escribió Calderón en sus memorias: “si se permite avanzar al crimen organizado, va pasando de una etapa a la otra, hasta terminar con la captura del Estado”.






			Sin proponérselo tal vez, el futuro presidente describía justamente lo que estaba por ocurrir durante su sexenio, cuando las estadísticas de muertes violentas y desapariciones se dispararían a niveles insoportables. Eso ocurrió, sin que su malhadada y costosa guerra contra el narcotráfico y la delincuencia organizada hubiese podido impedirlo. Por el contrario, los desastrosos resultados aparecieron estrechamente ligados a una estrategia guerrera fallida o fingida.






			Calderón vislumbró que la operación de un narcogobierno era el sustento real para consolidar la necropolítica. Pero en vez de combatir o desechar semejantes esquemas indeseables, se afilió con fervor a ambos y así logró aprovechar todos los beneficios que acarreaba un poder así.






			Su amigo, brazo derecho y ejecutor cotidiano de corrupción extrema y protección al narcotráfico, fue capturado a finales de 2019 en Estados Unidos como consecuencia de haber operado esa política consciente y persistentemente. En el país vecino se colocó a Genaro García Luna, exdirector de la AFI y exsecretario de Seguridad Pública durante los gobiernos panistas, en el banquillo de los acusados. Y con él a los presidentes a los que sirvió; Vicente Fox y Felipe Calderón, a quienes se está muy lejos de juzgar por crímenes que ellos dejaron cometer al superpolicía de ambos sexenios. En ese contexto, conveniente y curiosamente, por si acaso, Calderón solicitó la ciudadanía española desde 2022.






			La creación del enemigo, la justificación del estado de excepción, la guerra contra el narcotráfico, sirvieron para encubrir una realidad corrupta, la de un gobierno represor de ciertos grupos de la delincuencia y de la ciudadanía pacífica, pero protector —hoy se sabe a partir de las graves imputaciones de las que fue hallado culpable Genaro García Luna en Estados Unidos— del más poderoso grupo traficante y criminal de México, el cártel de Sinaloa. En síntesis, el narcogobierno con su dosis de necropolítica, en la práctica, sirvió para enriquecer escandalosamente y empoderar a la cúpula de una estructura policial corrupta. Los dos gobiernos de Acción Nacional consintieron estos extremos de protección oficial a delincuentes, como lo muestra el hecho de que no promovieron el mínimo asomo de una denuncia en México en contra del jefe policial consentido de sus sexenios.






			Las estadísticas no habían logrado retroceder de esos niveles de horror extremo más de una década después, desde que se gobernó en contextos de muerte —la necropolítica—, con crecimiento sin tregua de la criminalidad y de descomposición social, y en contextos de narcogobierno, lo que ha implicado corrupción pública y privada, impunidad de las corporaciones de seguridad que sirvieron a la delincuencia organizada, saqueo y entrega de riquezas naturales a inversionistas extranjeros, empobrecimiento de las mayorías, decenas de miles de víctimas inocentes de la guerra y envío de capitales mal habidos a paraísos del lavado de dinero.






















			Y violencia electoral






			Otra señal inequívoca de la necropolítica se evidenció a finales de febrero de 2021, cuando el presidente Andrés Manuel López Obrador anunciaba que elementos de la Guardia Nacional brindarían protección a ciertos candidatos a puestos populares en algunos sitios del país en las inminentes elecciones intermedias. “Estoy consciente de los riesgos, pero hay que defender la libertad; la libertad no se implora, se conquista. Los vamos a proteger a todos”.






			Y es que el crimen organizado se había infiltrado hacía tiempo en procesos electorales. Los mafiosos comenzaron imponiendo a los jefes de seguridad municipal, luego a los encargados de contratar obras públicas “y ahora ya hasta [quieren nombrar] a los candidatos a alcaldes”, dijo.






			La inminencia del triunfo avasallador de la izquierda en los comicios presidenciales de 2018 había convertido aquel proceso en las urnas en la elección del miedo. Al menos 102 políticos locales fueron asesinados entre septiembre de 2017 y mayo de 2018 y hubo otros 112 amenazados de muerte. Atentados contra familiares de candidatos arrojaron 46 muertos adicionales, según encuestas de reportes de riesgo electoral difundidas durante ese año.






			Se trataba de un incremento de 385% en relación con los homicidios dolosos de políticos ocurridos en el proceso electoral de 2015. “Las ejecuciones realizadas por comandos armados continuaron siendo el común denominador de los asesinatos en el 67% de los casos; hasta 16% de las víctimas fueron halladas con señales de tortura y violencia extrema”, reportaba la consultora Etellekt.






			La Asociación Nacional de Alcaldes aportaría otro dato escalofriante: desde 2006 y hasta 2020 más de 100 presidentes municipales en funciones, varios apenas electos, y también exalcaldes fueron asesinados con violencia en el país. Cada vez que hay elecciones surgen amenazas por el predominio criminal en regiones con presencia del narcotráfico, admitió entonces el primer mandatario.






			Según las estadísticas de 2020, la necropolítica seguía siendo preponderante en Guanajuato, con 4 490 crímenes dolosos; Baja California con 2 906; Estado de México con 2 793; Chihuahua con 2 686; Jalisco con 2 621; Michoacán con 2 433; Sonora con 1 584; Veracruz con 1 457; Guerrero con 1 435 y Zacatecas con 1 065. Hubo llamados de urgencia de organizaciones y de políticos para que ya comenzara a verse cómo sería gobernar sin tantos muertos y cómo debería disminuir una violencia que durante décadas nos había venido marcando como país.






			En vísperas de las elecciones intermedias de junio de 2021 se contabilizaban 88 nuevos asesinatos de políticos locales, entre ellos más de 35 aspirantes a puestos de representación popular en varios municipios del país. Delincuencia organizada y políticos y empresarios ligados a la actividad criminal estarían detrás de esas agresiones que confirmaban, en el día a día, el dicho del Gobierno: “Ahora el narco quiere poner y quitar a candidatos”.






			Los narcogobiernos se fueron convirtiendo en un tema aspiracional para muchos políticos. Y sus impulsores ponían manos a la obra con anticipación, planeación y ejecución de sus designios de protección tratando de controlar a la ciudadanía en las urnas. El signo partidario de los futuros gobernantes era lo de menos: la delincuencia simplemente se aseguraba de que el poder estuviera en sus manos a través de la compra de voluntades, involucrándose ya abiertamente en todo el proceso electoral. El mayor riesgo de gobernabilidad y para el proceso electoral que hemos detectado desde el Gobierno es, lamentablemente, la actividad de grupos del crimen organizado, reconoció cuando era secretaria de Gobernación Olga Sánchez Cordero: “El crimen organizado lo que quiere es territorio y el territorio está precisamente a nivel municipalidad; de ahí la vulnerabilidad en casos de candidatos a elección popular en los municipios: alcaldes, regidores, síndicos”.






			El clima previo a las elecciones más grandes de la historia, en 2021, con más de 93 millones de votantes potenciales para elegir 500 diputados federales, 15 de los 32 gobernadores y representantes a 30 congresos locales amenazaba así con negros y renovados nubarrones de violencia y el advenimiento masivo de narcogobiernos locales que podrían afianzarse, cambiar el mapa criminal y potenciar la ausencia de estado real, con vacíos de poder en numerosos territorios del país.






















			Gustavo García Luna: 
motor del narcogobierno






			Un narcogobierno y su operación cotidiana instalada en la necropolítica requieren de numeroso personal operativo cuyas acciones, además, deben permanecer encubiertas dentro de una estructura institucional más o menos confiable. También exige la disponibilidad de recursos multimillonarios casi inagotables. Todo ello se lo garantizó a la administración de Felipe Calderón su secretario de Seguridad Pública, el ingeniero Genaro García Luna, quien diseñó un sistema para operar la Policía Federal (PF) como una mafia organizada, en paralelo con la función gubernamental que se le asignó, utilizando a oficiales y policías en tareas ilícitas y dotándolos de enormes presupuestos para operar al servicio de la delincuencia.






			¿Cómo logró García Luna colocar a todo un gobierno a las órdenes del cártel de Sinaloa y con plena impunidad? Destinaba todos los días cuantiosos pagos del erario para misiones inexistentes, solamente simuladas, de su Policía Federal. Bastaría para que la Unidad de Inteligencia Financiera de Hacienda (UIF) pusiera hoy al descubierto esta operación hormiga de viáticos hacer una revisión de lo que se gastó en ese rubro durante los últimos seis años en los que García Luna estuvo al frente de decenas de miles de policías con presupuestos que crecían de manera exponencial.






			Veamos el operativo corrupto en la práctica:






			Viaticar es una palabra malsana, un neologismo metido a la fuerza en el lenguaje cotidiano de la vieja Secretaría de Seguridad Pública Federal: de sustantivo pasó a ser un verbo innoble y perverso convertido, a fuerza de la costumbre, en expresión cotidiana para nombrar un modus operandi de inocente apariencia administrativa que encubría corruptelas y era la tapadera de acciones ilegales de todo tipo y magnitud.






			Cabían todas las arbitrariedades allí, desde las más elementales como alterar facturas para robar dinero del erario, hasta las más sofisticadas como solventar con recursos públicos, aunque encubiertos, el cumplimiento de encargos claramente criminales, esos que llevaron al presidente Andrés Manuel López Obrador a sostener que, en etapas recientes de México, en especial cuando fue presidente el panista Felipe Calderón Hinojosa, el país vivía en un narcogobierno.






			Viaticar era la fórmula diseñada ex profeso para ordeñar al erario, para exprimir las ubres del cada vez más abultado presupuesto destinado a la seguridad y a la movilización de decenas de miles de policías por toda la geografía mexicana. La clave estaba en viaticar falsamente al personal, un hábito corrupto, consentido y ordenado por el jefe de aquel viejo equipo que se había colocado a sí mismo el propagandístico apelativo de “superpolicía” en los albores de este siglo. 






			Misiones inventadas, oficios de comisión sacados desde la manga ancha de la imaginación para que jefes y policías de base aparecieran en reportes oficiales como enviados a algún lugar de la República aunque ni siquiera se movían de sus escritorios.






			Abundaba también el personal administrativo que aceptaba ceder para sus superiores la mitad de los viáticos que, constantes y sonantes, les eran entregados para hoteles, restaurantes, gasolinas, pago de peajes, reparación de vehículos y otros gastos solo existentes en el papel, justificándolos con notas y facturas apócrifas pero jamás aplicados. A todo el mundo le convenía un ingreso extra y por eso el personal, en su mayoría, estaba de acuerdo en fingir viajar, simular gastar con respaldo de notas falsas, sin siquiera salir de sus cómodas oficinas. Por otra parte, negarse a entrar a ese tobogán ultracorrupto tendría como consecuencia una sanción de los superiores por insubordinación. A ese operativo de saqueo, en que la Policía Federal dependiente de la Secretaría de Seguridad Pública (SSP) se volvió experta, se le llamaba viaticar.






			Con este recurso del método (el de viaticar en falso) coexistió otra vertiente todavía más corrupta, la que ponía a los policías federales al servicio directo de la delincuencia, una desviación de funciones francamente criminal en paralelo:






			Para tal fin había cierto personal policial selecto que efectivamente viajaba, que sí iba con encargos específicos, pero no precisamente a los lugares y misiones que aparecían consignados por escrito en los oficios de comisión hacia varias entidades del país, sino a sitios diferentes de la geografía y precisamente para realizar trabajo sucio por encargo y en favor de grupos delincuenciales.






			Esas acciones, evidentemente delictivas, estaban diseñadas y acordadas con anterioridad entre jefes mafiosos internos (desde el Gobierno) y jefes mafiosos externos (desde las organizaciones criminales): secuestros, extorsiones, cobros de piso, recepción y traslado o entrega de drogas ilícitas, allanamientos de inmuebles con botín de guerra incluido, desapariciones de personas e incluso liquidación física de adversarios eran algunas tareas que cumplían los operadores viajeros, con o sin el uniforme policial.






			Las huellas de este actuar torcido y criminal después se borraban en los reportes burocráticos, en donde los trasiegos de droga, los acopios de armas, las detenciones arbitrarias con desaparición de personas y hasta los asesinatos a mansalva eran reportados como acciones perpetradas exclusivamente entre grupos de la delincuencia, con lo cual se mantenía a salvo, incólume, impune, ajena a toda posible investigación, cualquier acción delictiva de la así corrompida Policía Federal.






			Jefes y agentes me describieron con detalle cómo operaba ese mundo ficticio de los viáticos, al cual se hacía convivir con algunas misiones policiales que se tramitaban y ejecutaban limpiamente, de vez en vez, para alejar de todo escrutinio a la dependencia y no hacer tan evidente la realidad de que todo el aparato de seguridad pública federal estaba ya al servicio de la criminalidad. Algunos resultados positivos como detenciones de sicarios y capos de cierto nivel, decomisos de armas y de vehículos (en contadas ocasiones se reportaba dinero en efectivo), eran pronto magnificados a través de todos los medios informativos en ruedas de prensa delante de un helicóptero artillado Black Hawk en instalaciones de la Secretaría de Seguridad Pública federal, en donde los presuntos delincuentes eran presentados a los medios sin haber comparecido todavía ante un agente del Ministerio Público o ante un juez. No importaba si después los sujetos salían libres de toda culpa, porque muchos habían sido falsamente acusados. Lo más fácil, entonces, era atribuir corrupción o debilidad al sistema judicial.






			A su vez, el tribunal mediático estaba disponible, perfectamente aceitado con dádivas contantes y sonantes de dinero en efectivo, y era utilizado con énfasis propagandístico cuantas veces fuera benéfico para los funcionarios, avalando así una interminable cadena de éxitos pírricos para sembrar la sensación de que finalmente la autoridad estaba actuando en una guerra sin cuartel en contra de la criminalidad.






			García Luna, un ingeniero mecánico metido desde muy joven en las entrañas del espionaje, primero, y de la seguridad pública después, aprovechó todo el andamiaje policial construido durante décadas en el país y los increíblemente laxos controles sobre el gasto público en seguridad para convertirse así, por muchos años, en el indiscutible jefe de este sistema de corrupción organizada. Por eso logró ser el incansable motor y promotor personal del narcogobierno. 






			Fue Genaro García Luna el modelo de funcionario que personificó la noción de una administración pública podrida hasta sus raíces y que servía a fines aviesos, diametralmente distintos a su misión de combatir a la delincuencia organizada. Siendo esta su principal encomienda, el embate era solamente fingido o sesgado para engañar a la ciudadanía y para de esa manera soterrada por fin hacer que el Gobierno terminara beneficiando a un grupo hegemónico criminal.






			En efecto, la corporación misma y sus consentidos mandos siempre fueron cómplices y aliados disponibles al servicio incondicional del cártel de Sinaloa, ni más ni menos, como consta en las investigaciones que llevaron a García Luna a enfrentar procesos iniciados en su contra en los Estados Unidos, donde ha estado preso desde diciembre de 2019, tras ser detenido en Dallas, Texas.






			García Luna se preparó durante muchos años, se convirtió en investigador y especialista en seguridad desde que trabajaba en el Centro de Información y Seguridad Nacional (Cisen), dedicando sus afanes y conocimientos, que no eran pocos, para acumular datos y documentos sensibles que le ayudarían a ofrecer todas sus pericias a los gobiernos panistas en México y simultáneamente poner esos saberes al servicio de capos del narcotráfico desde que inició este siglo. Ya en 2001 estaba atento y disponible para ofrecer protección al tráfico de drogas a cambio de multimillonarios sobornos en dólares, según documenta una prolongada y profunda investigación que promovió el Gobierno de los Estados Unidos.






			Este entramado de acciones corruptas, fraguado y ordenado desde las más importantes funciones públicas que tuvo a su cargo García Luna, lo llevaron finalmente a ser recluido en una cárcel en Nueva York, donde cumplía cuatro años de encierro tras ser capturado en Miami en diciembre de 2019, negándosele desde un principio y en varios intentos fallidos (como ofrecer dos millones de dólares de garantía) cualquier posibilidad de libertad bajo fianza. Severamente resguardado y con unos cuantos minutos al día para tomar algo de sol, el exjefe policial esperó, enfundado en su uniforme color naranja y con esposas, ser enjuiciado por estos muy graves delitos:






			Ser participante en una “empresa criminal continua”, desde la cual se traficaron toneladas de cocaína hacia los Estados Unidos. Cuatro cargos específicos por trasiego, posesión, importación y venta de drogas y una acusación más por haber mentido, bajo juramento, al solicitar en 2018 la ciudadanía estadounidense.






			Según los fiscales Seth D. DuCharme y Richard Donoghue, García Luna y funcionarios allegados a él habrían recibido millones de dólares del cártel de Sinaloa para proteger cargamentos de droga y además filtrarles información sensible de inteligencia a sus verdaderos amos cada vez que surgían investigaciones y operativos que el Gobierno estaba por emprender contra ese cártel, sea por el Ejército, la Marina, las policías locales o la propia Federal; esta última también ofrecía a Sinaloa datos de grupos enemigos con el fin de allanarles el camino a sus multimillonarias operaciones de tráfico de todo tipo de drogas, lograr consolidar su dominio territorial y cometer para alcanzar esos fines una gama muy variada de delitos nacionales e internacionales.






			Todo ello era diseñado y operado por García Luna mientras era oficialmente el más alto funcionario gubernamental que en teoría debería dedicar sus afanes a combatir a los más peligrosos delincuentes, pero a los que en la realidad ya había convertido en sus jefes, cómplices y amigos.






			“Durante casi dos décadas” este ex alto funcionario mexicano “traicionó a quienes había jurado proteger, al aceptar sobornos de miembros del cártel de Sinaloa para facilitar sus crímenes y potenciar su empresa criminal”, expresó DuCharme.






			García Luna facilitó el trasiego de toneladas de cocaína durante años, en una operación criminal organizada, sistemática y trasnacional aceitada con recursos ilícitos, según el prontuario que serviría de base para juzgar en Estados Unidos a este exdirector de la AFI y exsecretario de Seguridad Pública Federal en los sexenios de Vicente Fox y Felipe Calderón Hinojosa, respectivamente.






			Tráfico y distribución de cantidades masivas de drogas peligrosas para el mercado estadounidense, así se describe a esas “acciones criminales continuas” del ex superpolicía, según la Corte neoyorquina que postergó su proceso, una y otra vez, hasta 2023. Por esos gravísimos cargos podría enfrentar cadena perpetua.






			La acusación ampliada le fue leída por primera vez por el juez federal en Nueva York a García Luna, durante una conferencia remota, debido a la pandemia de Covid-19, el 7 de octubre de 2020, en medio de muchos minutos de total desorden en la sala por causa de celulares y grabadoras encendidas que emitían voces, sonidos, ruido ambiental, música y anuncios que hicieron enojar al juez Bryan Cogan.






			Pese a los inconvenientes momentáneos, el titular de la Corte fue explícito, no se anduvo con rodeos y pronunció esta imputación textual tomándola del expediente: “La acusación señala que usted era el jefe de varios cómplices y ganó una fortuna gracias a estos envíos” (de cocaína y heroína, que podrían sumar hasta más de 57 toneladas).






			El juez Cogan le recordó a García Luna que se le imputaba haber recibido sobornos multimillonarios por parte del cártel de Sinaloa y de los Beltrán Leyva para permitirles traficar y ayudarles en el trasiego de drogas, desde hacía casi dos décadas de manera ininterrumpida.






			Y volvió a mencionar la imputación contra García Luna por haber mentido a las autoridades de Estados Unidos cuando solicitó su ciudadanía en ese país, pues declaró que no había cometido jamás algún delito relacionado con narcotráfico. La participación del exfuncionario mexicano en varios envíos de cocaína fue “activa”, le machacó el juez, y por eso estuvo muy lejos de ser ocasional, aislada y única: “no solamente se trató de una acción cómplice de facilitación o encubrimiento”.






			Desde su sitio de detención, por videoconferencia, García Luna volvió a declararse en esa ocasión “no culpable”, a través de su abogado defensor César de Castro. Ambos acababan de ser enterados de que un nuevo paquete de evidencias contra el extitular de la SSP fue entregado a la Corte el 29 de septiembre. Ahí se incluían decenas de videos, grabaciones, documentos comprometedores, intercepción de llamadas telefónicas, aportados por Washington, más otros elementos de acusación enviados por el Gobierno de México, entre las múltiples pruebas de cargo.






			(No hay que olvidar que el fiscal general mexicano, Alejandro Gertz Manero, hace más de dos décadas, siendo el primer titular de la Secretaría de Seguridad Pública federal, había consignado a García Luna por presuntas compras corruptas de aeronaves y automotores y por no poder justificar al menos 40 millones de pesos etiquetados para pago de testigos en la entonces recién creada SSP, donde Genaro era funcionario medio. Otros 18 exjefes de aquella SSP también fueron consignados por Gertz, entre ellos el almirante Wilfrido Robledo Madrid, quien terminó siendo inhabilitado por 10 años para alguna función pública por el juez de la causa. Al ya para entonces poderoso García Luna se le exculpó en aquel viejo proceso y no fue consignado ni inhabilitado, lo que aumentó la animadversión personal entre el entonces imputado y su acusador).






			Para apuntalar el señalamiento de operar una empresa criminal continua, en colaboración con el cártel de Sinaloa, en la Corte de Nueva York se enlistaban en octubre algunos de los cargamentos de droga que habría introducido presuntamente García Luna durante varios años en los Estados Unidos, seis de los cuales sumarían más de 50 toneladas:






			El más importante entre los mencionados era un alijo de 21 toneladas de cocaína aseguradas frente a las costas de Panamá, en marzo de 2007, en el buque carguero Gatún. La fiscalía anunció que presentaría físicamente unos 20 kilogramos de ese enorme tráfico, sugerentemente ocurrido [se recordó en la Corte] muy poco tiempo después de que el gobierno de Felipe Calderón incautara al menos 205 millones de dólares en efectivo en la lujosa residencia del empresario chino mexicano Zhenli Ye Gon, en las Lomas de Chapultepec en la Ciudad de México. 250 millones se le escapó decir equívocamente al mandatario cuando se decomisó la fortuna en 2007.






			(El destino de la fortuna de Ye Gon fue incierto, aunque el gobierno de Calderón afirma haberlo destinado a la creación y mantenimiento de los centros para la atención de adictos Nueva Vida, que por entonces coordinaban los esposos Alejandro y Rosy Orozco, cercanos al presidente. Hubo un tiempo en el que esta pareja llevaba a Felipe Calderón a predicar a su organización religiosa Sobre la Roca con tanta frecuencia, que se corrió el rumor de que el mandatario y su esposa Margarita Zavala ya se habrían convertido de católicos en fieles evangélicos).






			Entre otros cargamentos que la agencia antidrogas de Estados Unidos ofreció presentar estaban los 43.8 kilogramos de cocaína capturados en Brooklyn el 24 de mayo de 2002, cuando García Luna coordinaba la AFI de la Procuraduría General de la República (PGR), y unos 22 kilos de cocaína y cuatro de heroína de los incautados en Palisades, Nueva Jersey, en julio de 2009, ya siendo este mexicano secretario de Seguridad Pública Federal.






			La sola mención de casos específicos hacía concluir que el Gobierno estadounidense había documentado evidencias y testimonios de la participación de García Luna en esos y otros trasiegos ilícitos; videos, testimonios, grabaciones telefónicas y otras pruebas no dejarían lugar a dudas de su involucramiento personal, se decía.






			“Entre 2002 y 2007 García Luna presuntamente ayudó en al menos seis envíos de cocaína por más de 50 mil kilos. Además, testigos mencionaron que el exsecretario colocó a otros funcionarios corruptos en posiciones de poder sobre ciertas áreas de la República mexicana controladas por el cártel de Sinaloa”, especificaba un comunicado del Departamento de Justicia de los Estados Unidos.






			Como nuevos “descubrimientos probatorios”, la Fiscalía entregó al abogado César de Castro unas 60 mil páginas que se sumarían a las casi 190 mil que ya la Corte tenía en su poder. Al final sobrepasaron el millón. De este cúmulo de documentación habrían derivado las órdenes de aprehensión contra Luis Cárdenas Palomino y Ramón Pequeño García, quienes eran coordinadores de la División de Inteligencia para la Prevención del Delito y de la División de Seguridad Regional, respectivamente, en la Policía Federal, bajo el mando de García Luna. Ambos exfuncionarios mexicanos son prófugos de la justicia estadounidense, pues los dos participaron activamente en los tráficos ilícitos de cocaína y heroína que se le imputan a su exjefe.






			Un dato que no se mencionaba aún en la Corte, pero que dio a conocer el periodista Alan Feuer, es que los tres altos mandos tuvieron que ver con el asesinato de un informante colombiano de la DEA, cuyo nombre no reveló. Eso ocurrió hace más de una década, habría confirmado el testigo “renegado” de un cártel de Colombia y que se convirtió en colaborador de la justicia.






			Ese informante fue privado de la vida cuando aportaba datos a las autoridades estadounidenses sobre los envíos de droga controlados por Arturo Beltrán Leyva y Sergio Villarreal Barragán “el Grande”. Se confirmó que García Luna recibió el nombre de ese testigo colaborador en Bogotá y el jefe policiaco se lo hizo saber inmediatamente a Arturo Beltrán Leyva, quien ordenó secuestrar al colombiano y torturarlo hasta que confesó trabajar para la DEA. Entonces fue asesinado, según la versión publicada por Feuer, corresponsal de The New York Times.






			Los movimientos de García Luna han sido vigilados desde aquellos años, pero se le puso la mira encima con más empeño luego de que ya no ocupó cargos en el Gobierno mexicano. Cuando se trasladó a vivir a Miami, Florida, los pasos del expolicía fueron rigurosamente seguidos y documentados, sus llamadas intervenidas, sus cuentas bancarias expuestas, sus negocios colocados al descubierto. Con el tiempo irían apareciendo algunas de sus inversiones internacionales, mediante empresas reales o de fachada, a nombre propio, de familiares o de posibles prestanombres.






			Se anunció que serían convocados, durante el proceso al jefe policiaco, expertos en análisis forense de drogas, en métodos de lavado de dinero procedente del tráfico de drogas, en transacciones y movimiento de capitales en cualquier lugar del mundo. Correos electrónicos, fotografías, operaciones financieras millonarias y unas mil 500 llamadas interceptadas y grabadas formaban parte del bagaje acusatorio que revisaban y perfeccionaban expertos en informática y finanzas, quienes finalmente no aparecieron en el juicio público de Nueva York, pero cuyas aportaciones estaban ahí documentadas. Tampoco se exhibieron ante el jurado cientos de intercepciones telefónicas ni videos explícitos que se aseguró que existían en poder de la Corte.






			Ante el cúmulo de evidencias, aparentemente resultaba poco pragmático que García Luna continuase declarándose inocente de al menos seis cargos de tráfico internacional de drogas, alianza corrupta mediante sobornos con el cártel de Sinaloa y falsedad en declaraciones a una autoridad estadounidense. Por ese camino tendría el mismo final que su viejo socio Joaquín el Chapo Guzmán Loera: prisión de por vida.






			Si deseare tener algún beneficio carcelario o reducción de su condena final, García Luna tendría que dejar de declararse inocente y convertirse ya en testigo colaborador bajo protección, hacer a un lado las mentiras y dar pormenores de la corrupta protección que, durante años y desde cargos públicos, habría brindado al cártel de Sinaloa. Pero hasta después de ser declarado culpable, en 2023, el acusado seguía manteniendo su postura de inocencia o “no culpabilidad”, exactamente la misma que adoptó Joaquín el Chapo Guzmán Loera, quien jamás dio su brazo a torcer y una consecuencia de ese empecinamiento fue la sentencia por la que estará en prisión de por vida.






			Admitir sus delitos y tratar de negociar una condena menor (quizás de unos 20 años o aún menos de cárcel) le implicaría a García Luna la alternativa de cambiar de nombre y ser ubicado él con toda su familia en un sitio desconocido para la opinión pública, entregar propiedades y millones de dólares producto de su corrupción, denunciar a cómplices dentro de tres sucesivos gobiernos mexicanos sin descartar la posibilidad de acusar incluso a presidentes de la República. Si es antes del veredicto condenatorio, que se ha ido aplazando, mejor para él. Pero la defensa de García Luna ha intentado reabrir el juicio, pues habrían surgido testimonios y documentos que, según el abogado Castro, desmontarían varias acusaciones por las que ya un jurado lo consideró culpable a principios de 2023.






			El expolicía no se resignaba a pagar el precio de su posible reducción de condena. Negociar y convertirse en testigo colaborador es una decisión difícil, hay que admitirlo. En cambio, seguir negando los múltiples delitos que se le imputan equivale a enfrentar la cárcel de por vida. Es bien sabido que un mexicano no puede ser condenado a la pena de muerte en aquel país, según lo establecen los tratados entre México y Estados Unidos.






			Tampoco se daría la hipótesis de que Genaro García Luna fuera primero juzgado en México (ya no ocurrió así) y que luego fuese devuelto a Estados Unidos una vez cumplida una eventual condena en su país.






			El camino rumbo a su condena en corte extranjera estaba ya trazado y solamente podría variar entre ser de 20 años o una cadena perpetua. Eso podría ocurrir a finales de 2023 o principios de 2024. Pero esa convicción no impidió que la Fiscalía General de la República solicitara (de manera súbita y muy tardía) al exfuncionario en extradición, en un esfuerzo por traerlo a su país de origen para ser juzgado en México por presunto enriquecimiento ilícito y lavado de más de 28 millones de pesos, delitos menores si se comparan con las comprometedoras imputaciones que se le han enderezado en los Estados Unidos. Lo cierto es que, mientras García Luna no estuvo bajo arresto en el país vecino, aquí ninguna autoridad emprendió investigaciones en su contra. La petición formal para que fuera repatriado llegó muy a destiempo y se vio francamente mediática y políticamente oportunista.
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